
 

 
 

INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR, ATENDER Y REPARAR 

INTEGRALMENTE EL DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO, SUSCRITA POR 

INTEGRANTES DE DIVERSOS GRUPOS PARLAMENTARIOS 

La suscrita, Rocío Barrera Badillo, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura del 

Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los diversos 6 en su numeral 1, 77 en su numeral 3, y 78, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con 

proyecto de decreto que expide la Ley General para prevenir, atender y reparar integralmente el Desplazamiento 

Forzado Interno, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

En la actualidad, dentro de la denominada crisis global de la migración (Weiner, 1995; Castles 2003; López-

Reyes et al., 2019), en las Américas, Medio Oriente, Norte de África, África Central, Asia y Pacífico se desarrollan 

contextos de expulsión y desplazamiento forzado. De acuerdo con el informe Tendencias globales del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR, 2018), hasta 2017, alrededor de 40 millones 

de personas fueron desplazadas dentro de sus fronteras nacionales. A pesar de que es imposible predecir tales 

expresiones del fenómeno, en años recientes la tendencia internacional indica un incremento alarmante del mismo 

en los ámbitos global y regional. 

El desplazamiento forzado interno representa una realidad y una problemática que los países tienen el deber de 

atender como parte de sus compromisos cardinales. El desplazamiento forzado interno afecta a miles de personas 

en distintos lugares del mundo, trastocando sus formas de vida al verse obligados a dejar de manera imperiosa 

sus hogares, pertenencias y actividades cotidianas. Además, se trata de un proceso de desarraigo, incertidumbre 

e invisibilización del problema, al cual se suman la omisión por parte de las autoridades y la inexistencia de un 

marco legal que establezca los derechos de las personas desplazadas. 

La Organización de las Naciones Unidas concretamente identifica como causas del desplazamiento forzado 

interno a los conflictos armados, las situaciones de violencia, las violaciones a los derechos humanos o los 

desastres derivados de fenómenos naturales o antrópicos y proyectos de desarrollo (ONU, 1998). Dentro del 

amplio proceso migratorio, las dimensiones que caracterizan y diferencian al desplazamiento forzado interno 

respecto de otras migraciones forzadas estriban en que no se producen cruces de las fronteras internacionales, 

sino que los contextos de expulsión y dinámicas de movilidad ocurren dentro de los límites nacionales o 

subnacionales. 

Las personas que son afectadas por este fenómeno se ven victimizadas de manera sistemática y se encuentran en 

condiciones de indefensión, ya que al ser obligadas a abandonar sus lugares de residencia y actividades 

económicas habituales pueden estar más expuestas a ser víctimas de otro tipo de delitos, como secuestros, robos, 

extorsiones o violaciones, a lo cual pueden sumarse en algunos casos la pérdida de sus familiares, de sus medios 

de subsistencia, de documentos personales, de bienes patrimoniales y económicos, además de que pueden quedar 

imposibilitadas al acceso a los servicios básicos. 

En el ámbito internacional se han construido distintas iniciativas para visibilizar y proteger a las personas 

desplazadas forzadas internas, como la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados (1984). Se trata del primer 

instrumento que llama la atención de las autoridades nacionales y de los organismos internacionales competentes 

para que ofrezcan a las personas protección, reconocimiento y asistencia ante el desplazamiento forzado interno. 



 

 
 

Posteriormente, desde el Sistema de Naciones Unidas, a través del ACNUR, se presentaron los Principios 

Rectores de los Desplazamientos Internos, una adición al informe del secretario Francis Deng (1998), los cuales 

fueron propuestos desde el “Preámbulo” como pauta internacional. También en el Glosario sobre 

migración (oim, 2006, página 20) se aportan las definiciones correspondientes para orientar a los gobiernos, a los 

organismos humanitarios, de cooperación al desarrollo y protectores de derechos humanos en la prestación de 

asistencia y protección a las personas internamente desplazadas. Es un instrumento internacional para sujetos que 

enfrentan el fenómeno del desplazamiento forzado interno; además, tiene la intención de ser una base para el 

desarrollo de recursos internos, gestión migratoria y políticas públicas que atiendan tales problemáticas sociales. 

En él se define a las personas en situación de desplazamiento forzado interno como: 

...Personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su lugar de residencia 

habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de 

violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el 

ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida (Guiding Principles on 

Internal Displacement, 1998). 

Los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos o Principios Deng (1998) definen las características y 

condiciones de las personas en situación de desplazamiento forzado interno; delinean las obligaciones de los 

Estados para la protección de las personas desplazadas; responsabilizan a las autoridades nacionales de brindar 

asistencia humanitaria, todo ello sin menoscabo de la intervención de organizaciones internacionales, y por último 

ponen en relieve la necesidad de la reintegración social y la recuperación de los bienes de esas comunidades. En 

este tenor es que países como Colombia (Ley 1448), Perú (Ley número 28.223 y su Reglamento) y Uganda (Ley 

de Refugiados), así como organismos regionales, tales como la Unión Africana (Convención de Kampala, para la 

Protección y la Asistencia de los Desplazados Internos en África), ya han incorporado en sus marcos legales esos 

Principios. 

México por su parte no está exento de este flagelo, el cual ha sido documentado, por lo menos desde 1972 (CNDH, 

2016). Se han denunciado los desplazamientos ocurridos en pueblos indígenas por cuestiones religiosas, políticas 

o despojo de tierras; el desplazamiento de poblaciones rurales afectadas por la construcción de grandes obras de 

infraestructura, y también por fenómenos naturales como terremotos, huracanes e inundaciones que han afectado 

a poblaciones enteras. Una causa particularmente reciente ha sido la violencia de alto impacto derivada del 

crecimiento de las redes del narcotráfico y el crimen organizado (Conapo, 2019). En este sentido, el 

desplazamiento derivado de la violencia ocurre como resultado del secuestro, la extorsión, los asaltos, el robo de 

identidad, las amenazas directas y la desaparición de familiares. Sin embargo, es de hacer notar que en nuestro 

país quienes deciden desplazarse por condiciones adversas procuran mantener su anonimato como forma de 

protección, volviendo difícil su registro y renunciando a la protección estatal que deberían tener como ciudadanos 

mexicanos (CIDH, 2015; CNDH, 2016; Conapo, 2019). 

Sin duda, un momento paradigmático, en términos de desplazamiento forzado interno, fue cuando se dieron los 

levantamientos armados en Chiapas a partir de 1994. Estos sucesos, además de provocar directamente el 

desplazamiento de personas que habitaban en diferentes puntos de la entidad, generaron respuestas violentas por 

parte de las fuerzas armadas estatales lo que causó nuevos eventos de desplazamiento forzado interno. Otros dos 

casos de desplazamientos forzados de gran magnitud, relacionados con la violencia provocada por grupos civiles 

armados y fuerzas estatales, se dieron en 1995 y en 1997, los cuales derivaron en la masacre de Acteal el 22 de 

diciembre de 1997. La CNDH considera estos eventos como un parteaguas en el reconocimiento de los 

desplazamientos forzados internos y por ello comienza a documentar los casos desde entonces. Asimismo, estos 

sucesos fueron uno de los motivadores principales para legislar en la materia dentro del ámbito local. 



 

 
 

Existen otros eventos de desplazamiento forzado interno que responden a conflictos religiosos. Este es el caso de 

los desplazamientos registrados en Chiapas, en el municipio de San Juan Chamula, en el Paraje Yaalten, en la 

década de los noventa del siglo pasado, y los de Mezquitic, en Jalisco, los cuales fueron documentados por la 

CNDH y generaron recomendaciones que demandaban su atención inmediata. 

En lo que se refiere al desplazamiento forzado interno por violaciones a los derechos humanos, la CNDH tiene 

documentados, entre otros, los casos del desplazamiento forzado interno de aproximadamente 253 familias de 

diversas comunidades del municipio de Tamazula, Durango, quienes presuntamente ante el arribo de elementos 

de la Secretaría de Marina (Semar) se vieron en la necesidad de salir huyendo de sus comunidades de origen. 

En el caso del estado de Guerrero, la CNDH tiene documentado el desplazamiento forzado interno por 

condiciones de violencia en los municipios de San Miguel Totolapan, Tlacotepec, Chilapa, Zitlala, Chilpancingo 

y Ajuchitlán del Progreso. Por lo que hace a Sinaloa, el desplazamiento forzado interno ha sido documentado en 

los municipios de Escuinapa, Concordia, San Ignacio y Badiraguato, todos ellos por condiciones de violencia 

derivadas del narcotráfico y sus enfrentamientos con las fuerzas federales. 

Hasta el momento no existen datos ni instrumentos precisos para medir puntualmente el fenómeno en México. Es 

decir, no se ha implementado un registro oficial que capte esta información. Sin embargo, existen distintos 

trabajos académicos que se han dado a la tarea de analizar y hacer patente este problema desde distintas aristas 

(Durin, 2012; Pérez, 2013), además de organizaciones de la sociedad civil que también han desarrollado 

estrategias para visibilizar y atender este problema. Por su parte, organismos autónomos como la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), a través 

de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe) y la Encuesta Nacional 

de la Dinámica Demográfica (Enadid), han generado algunos datos relevantes, recomendaciones y un marco 

general sobre esta problemática que enfrenta nuestro país. 

A este respecto, desde la gestación de un proceso multiactor en el cual han participado personas en situación de 

desplazamiento forzado interno, círculos académicos, sociedad civil organizada, activistas sociales y distintos 

actores públicos interesados en el fenómeno en México, se ha llegado a la conclusión de que el desplazamiento 

forzado interno es un fenómeno que surge, sobre todo en contextos de violencia; invisibilidad gubernamental y 

legislativa, y evasión y omisión hacia el reconocimiento de la figura legal y tratamiento para las personas en 

situación de desplazamiento forzado interno, con una omisión legislativa que se encuentra estancada en discusión 

desde 1998 (Proceso, 9 de octubre de 2015). 

El Observatorio del Desplazamiento Interno (IDMC, por sus siglas en inglés), establecido en 1998 como parte 

del Consejo Noruego de Refugiados, ofrece información rigurosa y confiable sobre el fenómeno del 

desplazamiento forzado interno a nivel mundial. El organismo muestra que para finales de 2014 se registraron en 

nuestro país, por lo menos, 281 mil 400 personas en situación de desplazamiento forzado interno. Organizaciones 

de la sociedad civil revelaron que esta cifra podría ser mucho mayor. El hecho de que las autoridades no 

reconozcan la presencia del desplazamiento forzado interno, y de que haya persistido sin cuantificarse, ha 

favorecido su invisibilidad. 

En 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) señaló que el desplazamiento forzado 

interno en nuestro país ha estado relacionado primordialmente con la violencia que generan los grupos del crimen 

organizado; sin embargo, también indicó que los proyectos de desarrollo a gran escala han sido causantes de este 

fenómeno. Vale destacar que el Centro de Derechos Humanos “Miguel Agustín Pro Juárez” publicó en 2010 el 

estudio Han destruido la vida en este lugar . Megaproyectos, violaciones a derechos humanos y daños 

ambientales en México (2012), en el que se señala a los proyectos de las 70 hidroeléctricas que se están 

desarrollando en el país como los causantes del desplazamiento forzado interno de más de 170 mil personas. 



 

 
 

En mayo de 2016, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) publicó el primer Informe especial 

sobre desplazamiento forzado interno en México , en el que se resaltó que la mayoría de las víctimas de esta 

problemática son personas que huyen de la presencia del crimen organizado, de extorsiones, conflictos internos 

permanentes, operaciones militares. En ese informe, la CNDH señala que el estado de Tamaulipas es la entidad 

que tiene el mayor número de víctimas, contando con más de 20 mil personas desplazadas internamente, seguido 

por Guerrero, Chihuahua, Veracruz, Sinaloa, Michoacán, Durango, Oaxaca y Chiapas. 

En este marco, durante la visita de la CIDH a México, ésta recibió información de la Comisión Mexicana de 

Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH), la cual evidenció que entre 2009 y 2015 se 

registraron 141 eventos de desplazamiento forzado interno. La CMDPDH señala que durante 2016 se registraron 

29 episodios de desplazamiento masivo en el país, impactando al menos a 23 mil 169 personas en 12 entidades 

federativas del país: Chiapas, Chihuahua, Durango, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Oaxaca, Sinaloa, 

Tamaulipas, Veracruz y Zacatecas. De estos episodios de desplazamiento forzado interno, 20 fueron causados de 

manera directa por la violencia. Es decir, en el año 2016, al menos 21 031 personas tuvieron que abandonar su 

lugar de residencia de manera temporal o permanente con la intención de salvaguardar su vida a causa de 

violencia. Durante el periodo de 2009 a 2018, en México, 338 mil 405 personas tuvieron que desplazarse de 

manera interna debido a la violencia o por conflictos territoriales, religiosos o políticos. En el 2018, la CMDPDH 

registró 25 desplazamientos forzados internos masivos en México, los cuáles afectaron a 11 mil 491 personas, la 

mayoría de Guerrero y Chiapas. 

En este sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su informe Situación de los derechos 

humanos en México (2015), emitió algunas de las siguientes recomendaciones al Estado mexicano en materia de 

desplazamiento forzado interno: 

• Crear una Ley sobre Desplazamiento Interno que incorpore los Principios Rectores del Desplazamiento 

Interno y que cuente en el ámbito federal con una institución que sea responsable de proteger a las víctimas. 

• Que se incluya como obligaciones de las entidades federativas la prevención del desplazamiento forzado 

interno, la protección de las víctimas, la asistencia humanitaria y facilitar el retorno, reasentamiento o 

reubicación de los desplazados. 

• Que el Estado mexicano lleve a cabo un análisis nacional que permita caracterizar el desplazamiento interno 

forzado y adoptar las medidas que sean necesarias para dar respuesta efectiva a este fenómeno. 

Por su lado, la Comisión Nacional de Derechos Humanos emitió una serie de recomendaciones a distintas 

instancias gubernamentales. En el ámbito legislativo, recomendó al Congreso de la Unión lo siguiente: 

• Emitir una Ley General de desplazamiento forzado interno. 

• Reformar la Ley General de Población para reconocer a la población en situación de desplazamiento forzado 

interno y otorgar facultades, competencias y obligaciones al Consejo Nacional de Población (Conapo) para 

realizar diagnósticos, registros y otras acciones vinculadas con la detección de este fenómeno. 

• Además señaló que las crisis causadas por el desplazamiento forzado interno son un desafío para las 

autoridades de todos los niveles, por lo que se requiere de un andamiaje institucional sólido y adecuado para 

hacerle frente y garantizar la protección más amplia de los derechos humanos. 

A pesar de la presencia y las graves consecuencias de este fenómeno, nuestro país no cuenta con los instrumentos 

jurídicos nacionales necesarios para diagnosticar la problemática, ni tampoco para hacerle frente desde una 



 

 
 

perspectiva integral basada en el respeto a la integridad y los derechos de las personas, la reparación del daño y 

la no repetición de los hechos. Este vacío legislativo se reproduce en los tres órdenes de gobierno, salvo en los 

casos de Chiapas y de Guerrero que cuentan con la Ley para la Prevención y Atención del Desplazamiento Interno 

en el estado de Chiapas (2012) y la Ley número 487 para prevenir y atender el Desplazamiento Interno en el 

estado de Guerrero (2014). Aunque en estas entidades se han promulgado leyes en materia de desplazamiento 

forzado interno, aún no se encuentran reglamentadas; por lo anterior, los gobiernos locales no han tenido la 

capacidad para enfrentar este fenómeno y proteger los derechos de las personas en situación de desplazamiento 

forzado interno. Como se observa, México tiene un vacío institucional y normativo para hacer frente al problema 

del desplazamiento forzado interno. 

Si bien no existe una normatividad internacional sobre desplazamiento forzado interno, los Principios Rectores 

de los Desplazamientos Internos (1998) son el documento clave en torno a la protección y atención a las personas 

en situación de desplazamiento interno en el planeta, ya que ratifican los derechos de los desplazados internos 

consagrados en las normas del derecho internacional humanitario. Además, proporcionan una orientación 

invaluable y son un punto de referencia necesario en el desarrollo de leyes y políticas nacionales sobre el tema. 

Además de los Principios Deng, concurren otras disposiciones de orden internacional y regional que constituyen 

modelos de protección de las personas en situación de desplazamiento forzado interno. Dentro de estos 

instrumentos se encuentran los Principios sobre la Restitución de las Viviendas y el Patrimonio de las Personas 

Refugiadas y Desplazadas (2005). Estos principios sistematizan los derechos reconocidos en legislaciones 

internacionales de derechos humanos, derecho de los refugiados y derecho humanitario. 

Por otra parte, la Declaración de Cartagena (1984) exhorta a las autoridades nacionales y a los organismos 

internacionales competentes para brindar protección y asistencia a las personas internamente desplazadas. 

Otros países que reconocen y dan protección a las personas desplazadas internas en el contexto internacional son: 

en Colombia, la Ley 387, de 1998, y los Decretos 2569 y 250 de los años 2000 y 2005, respectivamente; en Perú, 

la Ley número 28.223, Ley sobre los Desplazamientos Internos, del año 2004; y en El Salvador, el 6 de enero de 

2020 el pleno del Congreso aprobó la Ley Especial para la Atención y Protección Integral de Personas en 

condición de desplazamiento forzado interno. 

Al observar el vacío legal a nivel federal, la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) presentó el 

Protocolo de Atención y Protección a Personas Internamente Desplazadas en México (2016), que establece 

medidas de atención que deberán implementar las autoridades a través de tres ejes fundamentales: 

• Obligaciones de las autoridades estatales respecto de las víctimas en México. 

• Factores que se deben considerar en los procesos de atención y prevención para las víctimas. 

• Criterios generales de actuación para la atención de la población víctima de desplazamiento. 

En este sentido, la presente iniciativa recoge, además de los mencionados Principios Rectores, una serie de 

recomendaciones de los organismos internacionales y nacionales de derechos humanos en materia de 

desplazamiento forzado interno para proponer una legislación específica que permita construir un marco legal 

pertinente y acorde con la protección integral de los derechos humanos de las personas en situación de 

desplazamiento forzado interno, poniendo especial énfasis en la prevención, atención y reparación integral. 

Antecedentes 



 

 
 

En una exhaustiva revisión al estado del arte y discusiones históricas en la Cámara de Diputados en torno al 

desplazamiento forzado interno, en particular a la iniciativa con proyecto de decreto para la creación de la Ley 

General para la Prevención y Atención del Desplazamiento Interno de 2012, así como a la iniciativa con proyecto 

de decreto por el que se expide la Ley General para la Atención de las Víctimas de Desplazamiento Forzado 

Interno, la cual quedó en revisión en la Comisión de Derechos Humanos en la Cámara de Senadores y 

considerando la propuesta general para solicitar se presente iniciativa de Ley General sobre Desplazamiento 

Forzado Interno de la Comisión Nacional de Derechos Humanos de 2018, se destaca lo siguiente: 

El desplazamiento forzado interno no es un problema nuevo, ni tampoco ha pasado inadvertido en nuestro país, 

tan diversas han sido las voces que lo han denunciado como las causas de este fenómeno: 

La declaración de San José sobre Refugiados y las Personas Desplazadas de diciembre de 1994, afirma que la 

problemática de las personas en situación de desplazamiento forzado interno es fundamentalmente 

responsabilidad de los Estados y que constituye un objeto de preocupación de la comunidad internacional por 

tratarse de un tema de derechos humanos, en el sentido que se debe garantizar a las personas desplazadas un apoyo 

legal para tener seguridad en los lugares en donde se establezcan o estén establecidos. 

El 23 de abril de 1998 se propuso una iniciativa de Ley General para Personas Desplazadas Internamente en la 

Cámara de Diputados, pero, a pesar de haber sido impulsada originalmente por diputados de diversos Grupos 

Parlamentarios (PAN, PRI, PRD, PT y PVEM), los esfuerzos no fructificaron, ya que la iniciativa quedó pendiente 

en comisiones hasta que fue desechada el 23 de noviembre de 2011 por la Mesa Directiva de la Cámara. 

En agosto de 2002 Francis Deng, entonces representante del secretario general de Naciones Unidas para los 

desplazados internos, realizó una visita oficial a México, a solicitud del propio gobierno. Los objetivos de la 

misión eran entablar un diálogo constructivo con el gobierno, la sociedad civil, el equipo de las Naciones Unidas 

y otros organismos internacionales para lograr una mejor comprensión de la situación de los desplazados internos 

en México, con especial énfasis en la situación vivida por los chiapanecos desde el levantamiento zapatista en 

enero de 1994. El reporte de Deng fue presentado en enero de 2003, en el cual se evaluaron las oportunidades y 

se realizaron recomendaciones para mejorar la respuesta nacional e internacional a la difícil situación de los 

desplazados internos en nuestro país. 

En el año 2004, el 30 de marzo, el diputado del Partido de la Revolución Democrática Emilio Zebadúa González 

promovió una iniciativa en la cual se propone incorporar al texto del artículo 4o. constitucional la figura de 

desplazados internos, con fundamento en el derecho internacional humanitario. 

El 16 de julio de ese mismo año, la entonces titular de la Oficina para la Atención de los Pueblos Indígenas de la 

Presidencia de la República, Xóchitl Gálvez Ruiz, calificó de urgente la necesidad de legislar la situación de los 

desplazados internos en México. Sin embargo, su declaración no fue secundada. 

El 6 de abril del año 2005, la senadora Gloria Lavara Mejía, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista 

de México, presentó una iniciativa con proyecto de reforma a diversas disposiciones de la Ley General de 

Población, entre las cuales incluía disposiciones en materia de protección a los desplazados internos. Esta 

iniciativa fue detenida en el proceso legislativo, quedando inconclusa la discusión y posible aprobación. 

El 14 de febrero de 2012, el Congreso de Chiapas expidió la Ley para la Prevención y Atención del 

Desplazamiento Interno en el Estado de Chiapas, la cual fue publicada en el Periódico Oficial de la entidad el día 

22 del mismo mes. Durante este proceso legislativo, tanto Helen Clark, administradora mundial del Programa de 

las Naciones Unidas para el Desarrollo, como Chaloka Beyani, relator especial sobre los Derechos Humanos de 

los Desplazados Internos de la ONU, expresaron que la vía legislativa es la mejor para atender este fenómeno. 



 

 
 

En un comunicado de prensa, emitido el 3 de julio de 2012, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

informó que se encontraba trabajando en un protocolo de atención a víctimas de desplazamiento interno forzado, 

para que autoridades, defensores y víctimas, conocieran las obligaciones que el Estado tiene para atender a las 

personas desplazadas, durante su traslado a las comunidades receptoras; sin embargo, este documento aún no ve 

la luz. 

El 15 de noviembre de 2012, el diputado Israel Moreno Rivera, del Grupo Parlamentario del Partido de la 

Revolución Democrática presentó una iniciativa en la cual se propone incorporar al texto del artículo 4o. 

constitucional la obligación de todos los órdenes de gobierno para atender a los desplazados internos. 

El 27 de noviembre de 2012, la senadora Diva Hadamira Gastélum Bajo, integrante del Grupo Parlamentario del 

Partido Revolucionario Institucional, propuso un punto de acuerdo ante el pleno de la Cámara, en el cual se 

exhorta al presidente de la República, para que remita al Senado un análisis de la dimensión de la problemática 

de los desplazados internos por la violencia e inseguridad que se vive en México y para que haga del conocimiento 

de esta Cámara, los Programas Públicos y/o acciones que instrumentó a lo largo de su administración, para 

combatir el desplazamiento forzado interno en nuestro país. Este punto de acuerdo se determinó como de urgente 

y obvia resolución. 

El 6 de diciembre del 2018, el diputado Sebastián Aguilera Brenes, del Grupo Parlamentario de Morena de la 

LXIV Legislatura, presentó la iniciativa que adiciona el artículo 287 Bis y un Capítulo III al Título Décimo Octavo 

del Código Penal Federal la cual tiene el objetivo de tipificar el desplazamiento forzado como delito en dicho 

Código como un primer paso para prevenir y sancionar este problema respecto a los derechos de las personas y 

la reparación del daño, misma que fue dictaminada en sentido positivo el pasado 14 de marzo de 2019 por las y 

los diputados integrantes de la Comisión de Justicia. 

Con la iniciativa de ley general que se presenta, el Estado mexicano materializa el reconocimiento al fenómeno 

de desplazamiento forzado interno a partir del diseño y aplicación de política pública encaminada a prevenir, 

atender y establecer el acceso a soluciones duraderas a las personas en situación de desplazamiento forzado, en 

el territorio nacional. 

La ley general está diseñada tomando en consideración los Principios Deng, así como en armonía con las normas 

internacionales en materia de derechos humanos y derecho humanitario, de ahí que está estructurada en diez 

títulos que corresponden a los derechos y obligaciones, prevención, atención y alcance de soluciones duraderas a 

través de la creación de un mecanismo nacional que estará presidido por la Secretaría de Gobernación y sus 

integrantes serán las Secretarías de Seguridad Pública y Protección Ciudadana; de Bienestar; de Agricultura y 

Desarrollo Rural; de Educación Pública; de Salud; del Trabajo y Previsión Social; de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano; de Medio Ambiente y Recursos Naturales. Además del Sistema Nacional para el Desarrollo 

Integral de la Familia; el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas; el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía; el Instituto Nacional de las Mujeres; el Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores; el Consejo 

Nacional para Prevenir la Discriminación; el Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de Personas con 

Discapacidad y la Coordinación Nacional de Protección Civil, y las demás que determine el mecanismo nacional, 

todas ellas en el marco de sus atribuciones podrán realizar acciones para la prevención, atención y logro de 

soluciones duraderas al fenómeno. 

Para lograr el acceso a la justicia de todas las personas que se encuentren en situación de desplazamiento forzado 

interno, se propone incorporar a la Fiscalía General de la República como integrante del mecanismo nacional, 

ello con el propósito de asegurar que la configuración de delitos como causal del desplazamiento, sean 

investigados y sancionados. 



 

 
 

El mecanismo nacional deberá tomar decisiones colegiadas en el alcance y aplicación de la política nacional. Para 

que la toma de decisiones sea más operativa y funcional, se consideró la coordinación de tareas a través de tres 

comités: técnico, ejecutivo y de gestión de información. El Comité Técnico con el objetivo principal de diseñar, 

monitorear y en su caso, evaluar la política pública en materia de desplazamiento forzado interno. 

El segundo comité, el Ejecutivo, que estará encargado de coordinar la aplicación de la política pública que se 

determine en la ley y en los mecanismos de decisión que se consideren en el pleno del mecanismo nacional, cuya 

labor principal será entre otros, el registro, la atención directa y gestión de la asistencia humanitaria a las personas 

reconocidas en situación de desplazamiento forzado interno, mismas que serán acompañadas hasta el alcanzar 

una solución duradera. 

Las soluciones duraderas deben de contemplar que las personas en situación de desplazamiento forzado interno 

tienen necesidades diferenciadas y que experimentan distintas situaciones de vulnerabilidad, tomando en cuenta 

los factores que le dieron origen a esta situación. 

Tomando en cuenta que las causales son castigo colectivo; conflictos agrarios, armados, comunales o de 

propiedad; desastres asociados a fenómenos naturales provocados por el ser humano o por el cambio climático; 

prácticas de segregación por razones culturales, sociales, políticas, étnicas, religiosas, raciales o referentes a la 

orientación sexual; proyectos de desarrollo a gran escala; violaciones graves de derechos humanos y violencia, el 

Reglamento de la presente ley debe considerar medidas específicas de prevención, atención y reparación integral, 

pues el alcance de las soluciones duraderas dependerá de las causas que le dieron origen al desplazamiento forzado 

interno. 

Por otro lado, el tercer comité, que se denomina de Gestión de la Información, tiene como propósito la elaboración 

de diagnósticos y análisis oportunos de riesgo en torno al desplazamiento forzado interno. 

La Secretaría de Gobernación, en congruencia con las atribuciones que le confiere la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, es la dependencia encargada de formular y conducir la política en materia de 

movilidad humana, por lo cual es pertinente considerar que el fenómeno de desplazamiento forzado interno sea 

coordinado desde esta Secretaría. Para su implementación, es necesario que se considere la asignación de recursos 

suficientes y se gestionen las modificaciones estructurales y normativas para atender el fenómeno. 

De acuerdo con la propuesta de crecimiento, es pertinente que la Subsecretaría de Derechos Humanos, Población 

y Migración encabece la estructura organizacional que coordine el Mecanismo y los comités a través de la Unidad 

de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, la Coordinación General de la Comisión Mexicana de 

Ayuda a Refugiados y el Consejo Nacional de Población. 

Tomando en cuenta que el desplazamiento forzado interno es una modalidad de la movilidad humana y que la 

Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas tiene atribuciones para diseñar y monitorear la 

política pública en materia de movilidad humana, se le considera la unidad administrativa idónea para hacer lo 

propio en materia de desplazamiento forzado interno. Para cumplir esta atribución, es necesario dotar de estructura 

organizacional que se especialice en la materia, que se combata el fenómeno desde las causas y que además 

coordine el Comité Técnico. 

Asimismo, se propone a la Coordinación General de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (CGCOMAR) 

como unidad administrativa encargada del registro, atención y asistencia humanitaria, por su amplia experiencia 

y especialización. Para que pueda cumplir con ello, se propone la adición de una estructura organizacional 

diferente a la de refugio y el ajuste a la denominación de la Comar, para implementar y desarrollar las herramientas 

adecuadas en el registro y atención al fenómeno y con ello coordinar el Comité Ejecutivo propuesto en la Ley. 



 

 
 

Por lo que respecta al Consejo Nacional de Población (Conapo), se considera idóneo para la coordinación del 

comité de Gestión de Información propuesto en la ley, como el ente encargado de diagnosticar a la población en 

programas de desarrollo económico y social y vincular los objetivos de éstos con las necesidades que plantean 

los fenómenos demográficos y en ese sentido, se daría especial seguimiento a la población en situación de 

desplazamiento forzado interno. 

Estas áreas cuentan con las atribuciones básicas y las bases normativas y administrativas para poner en 

funcionamiento de inmediato la política pública que se deriva de la presente ley, además de que poseen las 

capacidades para la elaboración del marco normativo operativo para la adecuada aplicación de la ley. 

Al tratarse de una ley general, se busca la concurrencia de atribuciones entre entidades federativas y municipios 

o demarcaciones territoriales. De igual manera, el mecanismo nacional tiene el propósito de coordinar con los 

gobiernos estatales y municipales, al ser las ventanillas de primera instancia a las que la población se acerca para 

exponer una posible situación de desplazamiento forzado interno. De ahí que el mecanismo nacional tiene la 

función principal de apoyar y coadyuvar con las entidades federativas a manera de cooperación y colaboración 

en las tareas de prevención, atención y logro de soluciones duraderas del fenómeno y en beneficio de la población 

mexicana. 

Por otro lado, es deseable que este órgano legislativo tome en consideración la necesidad de crear un Fondo 

Nacional de atención al fenómeno. Éste debe ser activado en el cumplimiento de la restitución del acceso de las 

personas connacionales en condición de desplazamiento forzado interno a los derechos humanos que el Estado 

mexicano ha violentado y que se pretende reconocer de manera institucionalizada a partir de esta Ley. Dicho 

fondo deberá ser administrado por la federación para la entrega directa a la población afectada sin necesidad de 

otros organismos estatales o municipales como intermediarios. 

Adicionalmente los artículos transitorios se establece la tipificación del delito de desplazamiento forzado interno 

en el Código Penal Federal, que, si bien ya se cuenta con un dictamen en sentido positivo por la Comisión de 

Justicia de la Cámara de Diputados, es necesario y urgente que se lleve el dictamen para discusión y aprobación 

del pleno. 

Por lo antes expuesto y fundado, proponemos a esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto que expide la Ley General para prevenir, atender y reparar Integralmente el Desplazamiento 

Forzado Interno 

Artículo Único. Se expide la Ley General para prevenir, atender y reparar integralmente el Desplazamiento 

Forzado Interno, para quedar como sigue: 

Ley General para prevenir, atender y reparar integralmente el Desplazamiento Forzado Interno 

Título Primero 

Disposiciones Generales 

Capítulo Único 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente Ley General es de orden público, interés social y de observancia general en todo el 

territorio nacional, en términos de lo dispuesto por los artículos 1 y 73 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y por los Tratados Internacionales ratificados por el Estado Mexicano. 



 

 
 

Artículo 2. La presente Ley tiene por objeto implementar las medidas para prevenir el desplazamiento forzado 

interno; establecer un marco garante para atender a las personas en esta situación; reparar integralmente por medio 

de soluciones duraderas; así como establecer la distribución de competencias entre la Federación, entidades 

federativas, municipios y demarcaciones territoriales. 

Artículo 3. Las disposiciones de la presente Ley serán interpretadas, implementadas y evaluadas conforme a los 

principios de certeza; confidencialidad; debido proceso; dignidad humana; gratuidad; honradez; igualdad y no 

discriminación; información veraz y oportuna; interés superior de la niñez; legalidad; máxima protección; no 

victimización; progresividad y no regresividad; publicidad y unidad familiar, bajo un enfoque diferencial, 

transformador y de perspectiva de género. 

Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entiende por: 

I. Análisis oportuno de riesgo de desplazamiento forzado interno. Es el diagnóstico técnico que emiten las 

autoridades de los tres niveles de gobierno, en sus ámbitos de competencia, con el fin de ejecutar las medidas 

necesarias para prevenir desplazamientos forzados internos de una persona o grupos de personas. 

II. Asistencia Humanitaria. Conjunto de medidas que la federación, entidades federativas y municipios deben 

implementar para auxiliar y proteger a las personas en situación de desplazamiento forzado interno, con el 

objetivo de garantizar el goce de las condiciones dignas de vida de conformidad con los principios humanitarios 

de imparcialidad y no discriminación, durante el estado de contingencia que pueden aplicarse en coordinación 

con organismos internacionales de asistencia humanitaria. 

III. Comité de Gestión de la Información . Es el órgano integrante del mecanismo nacional o de los 

mecanismos estatales, que registra y coadyuva con las dependencias y organismos gubernamentales, acorde al 

ámbito de su competencia, el cumplimiento de las acciones que se deriven de la política pública enfocada a 

prevenir, atender y reparar integralmente a las personas reconocidas en situación de desplazamiento forzado 

interno. 

IV. Comité Ejecutivo. Es el órgano integrante del mecanismo nacional, o de los mecanismos estatales, que 

ejecuta en conjunto con las dependencias y organismos gubernamentales, acorde al ámbito de su competencia, 

las acciones que se deriven de la política pública enfocada a prevenir, atender y reparar integralmente a las 

personas reconocidas en situación de desplazamiento forzado interno. 

V. Comité Técnico. Es el órgano integrante del mecanismo nacional, o de los mecanismos estatales, acorde al 

ámbito de su competencia, que diseña, coordina, orienta y monitorea la política pública enfocada a prevenir, 

atender y reparar integralmente a las personas en situación de desplazamiento forzado interno. 

VI. Datos personales. Cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable. Se 

considera que una persona es identificable cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a 

través de cualquier información, en concordancia con la Ley General de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados. 

VII. Desplazamiento forzado interno. Es la situación donde las personas o grupos de personas se ven forzadas 

u obligadas a abandonar su domicilio, sin salir del país, como resultado o para evitar los efectos de un conflicto 

armado, de violencia sostenida, de violaciones graves de los derechos humanos, de proyectos de desarrollo, 

conflictos comunales, políticos o religiosos, conflictos de propiedad o de desastres asociados a fenómenos 

naturales o provocadas por el ser humano, que se hayan dado en el territorio nacional. 



 

 
 

VIII. Domicilio. Es el lugar de residencia habitual de las personas, en los términos en los que lo señala el 

Código Civil Federal. 

IX. Enfoque diferencial. Es la perspectiva que las dependencias y organismos gubernamentales, acorde al 

ámbito de su competencia, deben aplicar para identificar las necesidades particulares de las personas o grupos 

de personas en situación de desplazamiento forzado interno, según sus características sociodemográficas o 

culturales, entre otras. En todo caso, deberán tomar en cuenta la situación de mayor vulnerabilidad en la que 

puedan encontrarse las personas desplazadas en virtud de la intersección de múltiples categorías de 

vulnerabilidad. 

X. Estado de contingencia. Es el período dentro del cual las autoridades nacionales, estatales y municipales, 

en el ámbito de sus competencias, ejecutan las medidas urgentes para proteger la vida e integridad de las 

personas durante un evento de desplazamiento forzado interno y garantizan el respeto pleno de sus derechos 

humanos, independientemente de que hayan sido reconocidas o no, como personas desplazadas. 

XI. Evento de desplazamiento forzado interno. Es el fenómeno de movilidad al interior del país que abarca 

desde la salida del lugar de origen o domicilio habitual hasta el logro de una solución duradera. 

XII. Fondo nacional de atención al desplazamiento forzado interno. El Fondo nacional de atención al 

desplazamiento forzado interno será considerado como una cuenta específica, administrada por la Secretaría 

de Gobernación, con una partida presupuestal asignada para la atención integral de las personas en situación 

de desplazamiento forzado interno, sin relación y/o dependencia con otras cuentas. 

XIII. Integración. Es un tipo de solución duradera, entendiéndose como el proceso de incorporación de las 

personas en situación de desplazamiento forzado interno a la comunidad, municipio, demarcación territorial o 

entidad federativa, distinta de la cual tuvieron que huir para salvaguardar su vida o integridad personal, con 

base en el multiculturalismo y la libertad de elección, así como el pleno respeto de las culturas y costumbres 

de sus comunidades de origen, así como en condiciones de seguridad y dignidad que permita el ejercicio pleno 

de sus derechos humanos. 

XIV. Mecanismo estatal. El mecanismo estatal para prevenir, atender y reparar integralmente el 

desplazamiento forzado interno es el órgano colegiado que emite, implementa y evalúa la política estatal de 

prevención y atención en la materia, mismo que articula a los municipios, demarcaciones territoriales, órganos, 

entidades e instituciones públicas y privadas estatales, para garantizar los derechos humanos de las personas 

en situación de desplazamiento forzado interno. 

XV. Mecanismo nacional. El mecanismo nacional para prevenir, atender y reparar integralmente el 

desplazamiento forzado interno es el órgano colegiado que emite, implementa y evalúa la política nacional de 

prevención y atención en la materia, mismo que articula a los Mecanismos estatales, órganos, entidades e 

instituciones públicas y privadas, nacionales e internacionales, para garantizar los derechos humanos de las 

personas en situación de desplazamiento forzado interno. 

XVI. Medidas de atención. Son el conjunto de acciones asistenciales y de protección, además de las 

diligencias jurídicas que la Federación, entidades federativas y municipios o demarcaciones territoriales 

brindan de manera inmediata y progresiva a las personas en situación de desplazamiento forzado interno, desde 

el momento en que se presenta el fenómeno y se extiende hasta el logro de soluciones duraderas. 

XVII. Medidas de reparación integral. Son el conjunto de acciones para la restitución, rehabilitación, 

compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, 



 

 
 

moral y simbólica, en favor de las personas en situación de desplazamiento forzado interno, teniendo en cuenta 

la gravedad y magnitud del hecho cometido o de la violación de sus derechos humanos, así como las 

circunstancias y características. 

XVIII. Medidas preventivas. Son el conjunto de acciones integrales para la protección de los derechos 

económicos, sociales, jurídicos, patrimoniales, culturales y ambientales que la Federación, entidades 

federativas y municipios o demarcaciones territoriales, a través del mecanismo nacional y en coordinación con 

los Mecanismos estatales, deben implementar de manera anticipada para mitigar los riesgos contra la vida y la 

integridad de las personas, la libertad y los bienes patrimoniales de las personas en riesgo de desplazamiento 

forzado interno. 

XIX. Medidas urgentes. Son el conjunto de estrategias y planes de acción que la federación, entidades 

federativas y municipios podrán coordinar a través del mecanismo nacional y los mecanismos estatales, con 

las organizaciones de la sociedad civil nacionales e internacionales, con el propósito de garantizar el ejercicio 

pleno de sus derechos humanos, durante el estado de contingencia. Estas medidas incluyen acciones de 

asistencia, protección, gestión de soluciones duraderas y apoyo jurídico. 

XX. Personas en situación de desplazamiento forzado interno. Son las personas o grupos de personas 

asentadas en territorio nacional que se han visto forzadas u obligadas a abandonar su domicilio, como resultado 

o para evitar los efectos de conflictos armados; violencia sostenida,; prácticas de segregación motivadas por 

razones culturales, sociales, políticas, étnicas, religiosas, raciales o referentes a la orientación sexual de la 

población afectada; violaciones de los derechos humanos; de proyectos de desarrollo; o de desastres asociados 

a fenómenos naturales o provocadas por el ser humano, y que no han salido del país. 

XXI. Programa Nacional. Se refiere al Programa Nacional para Prevenir, Atender y Reparar Integralmente el 

Desplazamiento Forzado Interno, el cual contendrá las líneas de acción nacionales, estatales y municipales 

encaminadas a definir y desarrollar política pública para prevenir, atender y reparar integralmente a las personas 

en riesgo de desplazamiento forzado interno, estado de contingencia o en situación de desplazamiento forzado 

interno. 

XXII. Registro. Es el sistema de información y recopilación de datos nacional, estatal y municipal de carácter 

confidencial coordinado por el mecanismo nacional sobre las personas en situación de desplazamiento forzado 

interno que implica su identificación, la de sus familias y hogares, así como la recopilación de otros datos 

personales, tales como, sus relaciones familiares, área de origen, ubicación, características sociodemográficas, 

el relato de los hechos y sus necesidades especiales, de manera transparente, no discriminatoria y accesible. 

XXIII. Reintegración . Es un tipo de solución duradera, entendiéndose como el proceso gradual que la 

federación, entidades federativas, municipio y demarcaciones territoriales deben desarrollar de forma paralela 

a los procesos de protección a las personas en situación de desplazamiento forzado interno, para alcanzar las 

condiciones que garanticen el ejercicio pleno de sus derechos humanos, en beneficio del bienestar familiar y 

del desarrollo regional y nacional. 

XXIV. Reparación integral. Conjunto de medidas orientadas a la restitución del acceso y ejercicio de 

derechos que comprende la rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 

individual, colectiva, cultural, material, moral y simbólica, que permitan la reintegración o integración de las 

personas a partir de la concertación con las comunidades receptoras en territorio nacional. Para efectos de esta 

Ley, también se conocerá como Soluciones duraderas. Se considerará que se han alcanzado estas soluciones 

una vez que se hayan restituido o superado las condiciones que permiten el acceso y ejercicio de derechos que 

existían antes del desplazamiento forzado interno. 



 

 
 

XXV. Retorno. Es una modalidad de las soluciones duraderas mediante la cual las personas en situación de 

desplazamiento forzado interno regresan de manera voluntaria a sus hogares o lugares de residencia habitual 

anterior, en condiciones de seguridad y dignidad para poder disfrutar de sus derechos humanos en la misma 

medida que las personas en el mismo lugar que no fueron desplazadas. 

XXVI. Reubicación . Es una modalidad de solución duradera mediante la cual las personas en situación de 

desplazamiento forzado interno se establecen en un conglomerado demográfico distinto al asentamiento de 

origen o del domicilio. Incluye el conjunto de sistemas de convivencia, en un área físicamente localizada, 

considerando los elementos naturales y las obras materiales que lo integran, en condiciones de seguridad y 

dignidad. 

XXVII. Soluciones duraderas. Conjunto de medidas orientadas a la restitución del acceso y ejercicio de 

derechos de reparación integral que comprende la rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en 

sus dimensiones individual, colectiva, cultural, material, moral y simbólica, que permitan la reintegración o 

integración de las personas que estuvieron en situación de desplazamiento forzado interno a partir de la 

concertación con las comunidades receptoras en territorio nacional. Se considerará que se han alcanzado estas 

soluciones una vez que se hayan restituido o superado las condiciones que permiten el acceso y ejercicio de 

derechos que existían antes del desplazamiento forzado interno. 

XXVIII. Violencia. Cualquier acción u omisión, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, 

patrimonial, económico, sexual u otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 

integridad o libertad de un grupo de personas que resulte en una situación de desplazamiento forzado interno. 

Artículo 5. Las causas que generan el desplazamiento forzado interno que esta Ley reconoce son: 

I. Castigo colectivo de una población como resultado del incumplimiento de reglas que se desprenden de usos 

y costumbres; 

II. Conflictos agrarios; 

III. Conflictos armados; 

IV. Conflictos comunales; 

V. Conflictos de propiedad; 

VI. Desastres asociados a fenómenos naturales, provocados por el ser humano o por el cambio climático; 

VII. Prácticas de segregación motivadas por razones culturales, sociales, políticas, étnicas, religiosas, raciales 

o referentes a la orientación sexual de la población afectada; 

VIII. Proyectos de desarrollo a gran escala, que no estén justificados por el interés público o que no hayan 

cumplido con todos los requisitos legales; 

IX. Violaciones graves de derechos humanos, y 

X. Violencia sostenida. 



 

 
 

El desplazamiento forzado interno que se genere por causas afines a la fracción VI del presente artículo, será 

atendido de manera coordinada con el mecanismo nacional o los mecanismos estatales, según el ámbito de 

competencia, en términos de la Ley General de Protección Civil, y demás ordenamientos en la materia. 

Título Segundo 

De los derechos 

Capítulo I 

De los derechos 

Artículo 6. Toda persona tiene derecho a la protección contra el desplazamiento forzado interno que le fuerce u 

obligue a abandonar su domicilio, conforme a los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte y en la presente Ley, bajo 

un enfoque diferenciado, atendiendo a las vulnerabilidades y necesidades específicas de cada caso. 

Artículo 7. Durante un evento de desplazamiento forzado interno, las personas en esta situación, no podrán ser 

limitadas en el reconocimiento y efectiva protección de sus derechos humanos, económicos, sociales, culturales, 

ambientales y humanitarios. 

Artículo 8. En la aplicación de esta Ley, las personas en situación de desplazamiento forzado interno tendrán en 

todo momento derecho a ser informadas, consultadas e incluidas en los procesos de gestión. 

Asimismo, tendrán acceso a políticas de protección, de asistencia y de tratamiento con enfoque diferencial que 

tenga en cuenta sus necesidades específicas, las condiciones de vulnerabilidad particulares, su situación de riesgo 

o discriminación histórica y la frecuencia de interseccionalidad de dichos factores, en concordancia con las leyes 

vigentes. 

Cuando las personas en situación de desplazamiento forzado interno pertenezcan a pueblos o comunidades 

indígenas, afromexicanas, campesinas u otros grupos equiparables, que detentan especial relación con la tierra 

como medio de vida e identidad comunitaria, en todo caso, tendrán acceso a medidas específicas de protección 

considerando su desarrollo cultural, lenguas, usos, costumbres, valores, tradiciones, sistemas normativos y formas 

de organización social, política, cultural y económica. 

Capítulo II 

De los derechos de las personas en el estado de contingencia 

Artículo 9. Durante el estado de contingencia de desplazamiento forzado interno, toda persona tendrá derecho a 

recibir asistencia humanitaria oportuna, adecuada y necesaria, respetando las necesidades específicas de su edad, 

sexo, orientación sexual, identidad de género, discapacidad, grupo étnico, pertenencia a pueblos o comunidades 

indígenas o afromexicanas, y otras que forman parte de la composición pluricultural del país, la cual incluye 

alimentos y agua potable; cobijo y vivienda adecuada; vestido; asistencia médica, medicamentos, tratamientos 

médicos y de saneamiento indispensables; y atención psicológica, sin ser excluyente de otro tipo de asistencia 

identificada por el Mecanismo nacional en coordinación con los Mecanismos estatales. 

Capítulo III 

De los derechos de las personas en situación de desplazamiento forzado interno 

Artículo 10. Durante el evento de desplazamiento forzado interno, toda persona tendrá derecho a: 



 

 
 

I. La identidad y al reconocimiento de su personalidad jurídica; 

II. La libertad de tránsito y de residencia; 

III. No sufrir discriminación, hostigamiento, ni aislamiento; 

IV. El respeto de su vida familiar, la no separación de la familia, la reunificación familiar, si esa es su voluntad 

y, el respeto al principio del interés superior de la niñez; 

V. Ser informadas sobre sus derechos y el acceso a las acciones y programas de protección y asistencia social, 

en su idioma de manera adecuada, clara y sencilla, y de ser necesario, mediante un intérprete; 

VI. Asociarse o reunirse pacíficamente; 

VII. Tener sus propias formas de organización y valores socioculturales; 

VIII. La protección de la propiedad de sus bienes contra la privación arbitraria, apropiación, ocupación o 

destrucción, sea individual o colectiva; 

IX. Acceso a la educación laica y gratuita, teniendo en especial consideración a los pueblos y comunidades 

indígenas, acceso a educación plurilingüe y con enfoque intercultural, de conformidad con el artículo 3o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

X. Ser protegidas de todas las formas de violencia física o psicológica, daños o abusos, tortura, abandono o 

trato negligente, cruel o inhumano; 

XI. Ser tratada de manera diferenciada, tomando en cuenta su situación de vulnerabilidad específica en lo que 

se refiere a su edad, sexo, orientación sexual, identidad de género, discapacidad, grupo étnico, pertenencia a 

pueblos o comunidades indígenas o afromexicanas, y otras que forman parte de la composición pluricultural 

del país; 

XII. Ser tratadas con dignidad inherente de la persona, y 

XIII. Acceder a atención médica física y psicológica, así como al tratamiento de enfermedades y a 

rehabilitación. 

Artículo 11. Una vez que el Estado mexicano a través del Mecanismo nacional en coordinación con los 

Mecanismos estatales reconozca a las personas en situación de desplazamiento forzado interno, tendrán acceso a 

las soluciones duraderas que incluyen: 

I. Retorno voluntario a su lugar de residencia habitual, en condiciones de integridad y seguridad; 

II. Reubicación voluntaria en territorio nacional. En ningún caso podrán ser obligadas a un retorno forzado o a 

la reubicación en un lugar donde peligre su vida, seguridad, integridad o salud; 

III. Promoción de su recuperación física y psicológica; 

IV. Facilitación de la integración o reintegración; 



 

 
 

V. Participación en la conducción de asuntos públicos y el ejercicio de sus derechos civiles y políticos, de 

conformidad con la legislación aplicable; 

VI. Consulta y participación en las decisiones que les afecten, y recepción de información que les permita 

tomar decisiones libres e informadas; 

VII. Acceso pleno a la justicia, y 

VIII. Asistencia para la recuperación, en la medida de lo posible, de las propiedades o posesiones que 

abandonaron o fueron desposeídos provocados con motivo de su desplazamiento. 

Título Tercero 

Obligaciones y atribuciones de la Federación, entidades federativas, municipios y demarcaciones 

territoriales 

Capítulo I 

Obligaciones de las autoridades 

Artículo 12. La Federación, entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, en el ámbito de su 

competencia, deben garantizar los derechos de las personas contempladas en esta Ley, así como el respeto pleno 

de sus derechos humanos. 

Artículo 13. La Federación, entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, en el ámbito de su 

competencia, deberán instrumentar y articular sus políticas públicas en concordancia con la política nacional para 

prevenir, atender y reparar integralmente implementando soluciones duraderas a las personas en desplazamiento 

forzado interno. 

Capítulo II 

Atribuciones de las autoridades 

Artículo 14. La Federación, entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, en el ámbito de su 

competencia, participarán en el Mecanismo nacional o estatal, en los términos establecidos en la presente Ley y 

su Reglamento. 

Título Cuarto 

Programa Nacional para prevenir, atender y reparar integralmente el desplazamiento forzado interno 

Capítulo Único 

Programa Nacional 

Artículo 15. El Programa Nacional será elaborado por la Secretaría de Gobernación, con la participación y 

aprobación de los comités integrantes del Mecanismo nacional. Dicho Programa establecerá objetivos, estrategias, 

acciones, metas, atribuciones, tiempos de ejecución, monitoreo, resultados y evaluación en concordancia con el 

Plan Nacional de Desarrollo para prevenir, atender y reparar integralmente a través del logro de soluciones 

duraderas, a las personas en situación de desplazamiento forzado interno. 

Artículo 16. Los Programas estatales serán elaborados por las autoridades y entidades gubernamentales, con la 

participación y aprobación de los comités integrantes del Mecanismo estatal, en coordinación con los municipios 

y demarcaciones territoriales. Dichos Programas establecerán objetivos, estrategias, acciones, metas, 



 

 
 

atribuciones, tiempos de ejecución, monitoreo, resultados y evaluación en concordancia con el Plan Nacional y 

Planes Estatales de Desarrollo para prevenir, atender y reparar integralmente a través del logro de soluciones 

duraderas, a las personas en situación de desplazamiento forzado interno. 

Título Quinto 

Mecanismo nacional para prevenir, atender y reparar integralmente el desplazamiento forzado interno 

Capítulo I 

Mecanismo nacional 

Artículo 17. El Mecanismo nacional para prevenir, atender y reparar integralmente el desplazamiento forzado 

interno es un órgano colegiado con carácter permanente que instalará la Secretaría de Gobernación, el cual tendrá 

por objeto la conjunción de esfuerzos, instrumentos, políticas, servicios y acciones interinstitucionales para 

prevenir el desplazamiento forzado interno, atender a las personas en esta situación e implementar soluciones 

duraderas. 

Artículo 18. El Mecanismo nacional se integra por una Presidencia a cargo de la Secretaría de Gobernación, un 

Comité Técnico, un Comité Ejecutivo y un Comité de Gestión de Información, así como integrantes permanentes, 

a las siguientes: 

I. Secretaría de Seguridad Pública y Protección Ciudadana; 

II. Secretaría de Bienestar; 

III. Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; 

IV. Secretaría de Educación Pública; 

V. Secretaría de Salud; 

VI. Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

VII. Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 

VIII. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales; 

IX. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia; 

X. Fiscalía General de la República; 

XI. Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas; 

XII. Instituto Nacional de Estadística y Geografía; 

XIII. Instituto Nacional de las Mujeres; 

XIV. Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores; 

XV. Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación; 



 

 
 

XVI. Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de Personas con Discapacidad; 

XVII. Coordinación Nacional de Protección Civil, y 

XVIII. Las demás que el Mecanismo nacional determine, con base en el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 19. La Presidencia del Mecanismo nacional, tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Convocar, a través del Comité Técnico, a las sesiones del Mecanismo nacional; 

II. Coordinar y dar seguimiento a las acciones en los tres órdenes de gobierno en materia de prevención, 

atención e implementación de soluciones duraderas; 

III. Dirigir los trabajos del Mecanismo nacional; 

IV. Diseñar la política nacional orientada a la prevención del desplazamiento forzado interno, atención a las 

personas en situación de desplazamiento forzado interno y el logro de soluciones duraderas; 

V. Nombrar a las personas titulares de los Comités Técnico, Ejecutivo y de Gestión de Información; 

VI. Dirigir las sesiones del Mecanismo nacional, y 

VII. Vigilar el cumplimiento de la presente Ley y su Reglamento. 

Artículo 20. El Comité Técnico del Mecanismo nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Coordinar la capacitación a los organismos que formarán parte del Mecanismo sobre la prevención, atención 

y logro de soluciones duraderas al desplazamiento forzado interno a fin de garantizar el conocimiento y 

sensibilización sobre los derechos de las personas en dicha situación, así como de las obligaciones 

institucionales para su garantía y protección; 

II. Coordinar el diseño, implementación, monitoreo y evaluación del Programa; 

III. Elaborar y coordinar la política pública en materia de desplazamiento forzado interno; 

IV. Coordinar la elaboración y presentación del informe anual de actividades; 

V. Coordinar las acciones para la celebración y actualización de los convenios de colaboración 

interinstitucionales en los tres órdenes de gobierno para la prevención, atención e implementación de las 

soluciones duraderas al desplazamiento forzado interno en las entidades federativas, municipios y 

demarcaciones territoriales; 

VI. Coordinarse con los Comités Ejecutivo y de Gestión de Información para dar cumplimiento al Programa 

Nacional; 

VII. Establecer las convocatorias a los invitados permanentes y especiales a las sesiones ordinarias del 

Mecanismo de los tres órdenes de gobierno, del poder legislativo, de instituciones académicas, de 

organizaciones de la sociedad civil, y de personas que estén o hayan estado en situación de desplazamiento 

forzado interno; 



 

 
 

VIII. Establecer los lineamientos de los convenios de colaboración con las autoridades de las entidades 

federativas, municipios y demarcaciones territoriales para prevenir, atender e implementar soluciones 

duraderas al desplazamiento forzado interno; 

IX. Formular las bases de coordinación entre las autoridades federales, estatales, y municipales o 

demarcaciones territoriales, para la prevención, atención e implementación de soluciones duraderas al 

desplazamiento forzado interno; 

X. Generar espacios de diálogo, concertación y apoyo que favorezcan la participación de las personas en 

situación de desplazamiento forzado interno, las comunidades receptoras, la sociedad civil, academia, 

organizaciones internacionales y otros actores involucrados; 

XI. Monitorear la asignación y aplicación de los recursos financieros, humanos y materiales para el 

cumplimiento del Programa Nacional, y 

XII. Proponer al pleno del Mecanismo nacional las medidas de prevención para evitar casos de desplazamiento 

forzado interno o para restringir los efectos de los desplazamientos existentes. 

Artículo 21. El Comité Ejecutivo del Mecanismo nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Asegurar que los datos del Registro sean desagregados, como mínimo, por lugar de origen, edad, sexo, 

condición de discapacidad, pertenencia a pueblos o comunidades indígenas o afromexicanas y aquellos que 

sean necesarios para atender la situación de desplazamiento forzado interno; 

II. Garantizar que los datos del Registro sean tratados de conformidad con la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública y la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 

Obligados; 

III. Promover y coordinar la capacitación de las dependencias que formarán parte del Mecanismo nacional 

sobre la prevención, atención y logro de soluciones duraderas al desplazamiento forzado interno a fin de 

garantizar el conocimiento y sensibilización sobre los derechos de las personas en dicha situación, así como de 

las obligaciones institucionales para su garantía y protección; 

IV. Coordinar la asistencia humanitaria durante el estado de contingencia para la protección inmediata de 

personas en situación de desplazamiento forzado interno en los casos en que no fuere posible prevenirlo; 

V. Coordinar la ejecución de las acciones del Programa, la atención de las personas en situación de 

desplazamiento forzado interno y la implementación de soluciones duraderas al desplazamiento forzado 

interno; 

VI. Coordinar la participación de las Dependencias de la Administración Pública Federal dentro del 

Mecanismo nacional en atención a los lineamientos del Programa; 

VII. Coordinar las acciones de protección de personas en situación de desplazamiento forzado interno; 

VIII. Coordinar las acciones para prevenir el desplazamiento forzado interno a partir del Análisis Oportuno de 

Riesgo dentro del Mecanismo nacional; 

IX. Coordinarse con los comités Técnico y de Gestión de Información integrantes del Mecanismo nacional; 



 

 
 

X. Determinar el estado de contingencia, con base en información remitida por las autoridades competentes 

para activar la asistencia humanitaria; 

XI. Gestionar y coordinar las acciones para impulsar la colaboración con organismos internacionales para la 

atención y asistencia humanitaria de las personas en situación de desplazamiento forzado interno; 

XII. Identificar a las personas en situación de desplazamiento forzado interno y coordinar las acciones de su 

incorporación al Registro en coordinación con los Comités de Gestión de Información y Técnico; 

XIII. Diseñar el mecanismo a través del cual se alimentará el sistema de Información y de recopilación de 

datos y garantizar la integración de la mayor cantidad de fuentes de información; 

XIV. Supervisar la adecuada ejecución del Registro, y 

XV. Proporcionar la información que le requiera el Comité de gestión de información sobre el Registro, en los 

términos del Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 22. El Comité de Gestión de Información del Mecanismo nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Coordinar la búsqueda, localización y obtención de la información necesaria para integrar diagnósticos que 

permitan prevenir, atender y lograr soluciones duraderas a la situación de desplazamiento forzado interno; 

II. Coordinarse con los comités Ejecutivo y Técnico, integrantes del Mecanismo nacional; 

III. Dar seguimiento a las situaciones de riesgo de desplazamiento forzado interno en el territorio nacional y 

determinar aquellos lugares o comunidades en que éste sea inminente; 

IV. Emitir recomendaciones al Mecanismo nacional para la respuesta a los análisis oportunos de riesgo de 

desplazamiento forzado interno; 

V. Presentar propuestas de convenios de colaboración al pleno del Mecanismo Nacional, para satisfacer las 

necesidades de información de las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales; 

VI. Procesar y analizar la información obtenida para generar diagnósticos y estadísticas previstas en el 

Programa Nacional; 

VII. Realizar los Análisis Oportunos de Riesgo de desplazamiento forzado interno, y 

VIII. Realizar los estudios sobre las condiciones de seguridad existentes en los lugares de retorno o reubicación 

para personas en situación de desplazamiento forzado interno. 

Artículo 23. Las instituciones encargadas de la atención integral de las personas en situación de desplazamiento 

forzado interno, con su personal y estructura administrativa, deberán adoptar a nivel interno las directrices que 

les permitan prestar en forma eficaz y oportuna la atención a las personas en situación de desplazamiento forzado 

interno dentro del esquema de coordinación del Programa Nacional. Asimismo, se debe procurar la concurrencia 

en todas las entidades federativas. 

Capítulo II 

Mecanismo estatal 



 

 
 

Artículo 24. Los Mecanismos estatales deberán integrarse y desarrollar sus funciones en los términos del 

Mecanismo nacional y la presente Ley, teniendo en cuenta las leyes y reglamentos vigentes en las entidades 

federativas. 

Capítulo III 

Municipios y demarcaciones territoriales 

Artículo 25. Los Municipios y demarcaciones territoriales, además de las atribuciones que tienen conferidas en 

el ámbito de su competencia, coadyuvarán y facilitarán, en coordinación con la Federación y entidades 

federativas, las siguientes acciones: 

I. La adopción, consolidación e implementación de las acciones que determine el Mecanismo nacional y estatal, 

y 

II. Facilitar la entrada de los organismos nacionales e internacionales a los lugares donde se requieran acciones 

de asistencia humanitaria. 

Título Sexto 

Prevención del desplazamiento forzado interno en la federación, entidades federativas y municipios o 

demarcaciones territoriales 

Capítulo Único 

Artículo 26. Cualquier autoridad de los tres niveles de gobierno, que tenga conocimiento sobre una persona o 

grupo de personas está en riesgo de desplazamiento forzado interno en colaboración con las comunidades 

afectadas, deberá dar aviso al Mecanismo nacional o estatal, con el objeto de adoptar las siguientes medidas: 

I. Desarrollar acciones para evitar la arbitrariedad, discriminación y los riesgos contra la vida, la integridad de 

las personas y los bienes patrimoniales de la población; 

II. Diseñar y ejecutar un plan de difusión de los derechos de las personas si se da la situación de desplazamiento 

forzado interno; 

III. Generar actos de convivencia pacífica entre los integrantes de la comunidad, y 

IV. Impulsar la articulación de los Comités del Mecanismo para la prevención y anticipar los riesgos que 

puedan generar el desplazamiento. 

Artículo 27. La decisión de evacuar a las personas de sus domicilios, se deberá considerar como la última opción 

que puedan tomar las autoridades. Cuando no quede ninguna alternativa, y sea necesario para proteger la vida e 

integridad física de las personas, se tomarán todas las medidas para evitar efectos adversos adicionales. 

Título Séptimo 

Atención del desplazamiento forzado interno en la federación, entidades federativas y municipios o 

demarcaciones territoriales 

Capítulo Único 



 

 
 

Artículo 28. Las autoridades federales, estatales o municipales y demarcaciones territoriales, en sus respectivos 

ámbitos de competencia, deberán: 

I. Acompañar a las personas en situación de desplazamiento forzado interno durante sus traslados y facilitar el 

paso libre de la asistencia humanitaria, así como su rápido acceso a las personas en situación de desplazamiento 

forzado interno, procurando condiciones satisfactorias de seguridad, alimentación, salud e higiene, sin separar 

a los miembros de una misma familia y sin vulnerar los derechos a la vida, dignidad y libertad de las personas 

afectadas; 

II. Brindar asistencia humanitaria de conformidad con los principios mencionados en el Artículo 3° de la 

presente Ley, observando el trato diferenciado de asistencia por su edad, sexo, orientación sexual, identidad de 

género, discapacidad, grupo étnico, pertenencia a pueblos o comunidades indígenas o afromexicanas, y otras 

que forman parte de la composición pluricultural del país, así como las situaciones específicas de vulnerabilidad 

provocadas por las diferentes causas del desplazamiento forzado interno; 

III. Facilitar alojamiento y vivienda adecuada, asistencia y tratamientos médicos, atención psicológica, vestido, 

alimentación y agua potable adecuada a las personas en situación de desplazamiento forzado interno; 

IV. Facilitar la obtención o restitución de su documentación personal; 

V. Garantizar el acceso a la educación laica y gratuita, teniendo especial consideración a quienes pertenezcan 

a pueblos o comunidades indígenas, afromexicanas, u otros grupos equiparables; 

VI. Garantizar el acceso pleno y sin discriminación a los servicios de seguridad pública, de protección civil, 

del sistema de justicia y de los organismos nacionales de derechos humanos; 

VII. Garantizar el trato digno a las personas; 

VIII. Garantizar que la movilidad no esté condicionada a su calidad de desplazamiento; 

IX. Involucrar y consultar a las personas afectadas por el desplazamiento forzado interno, en la planeación y 

gestión de su reubicación; 

X. Proporcionar a la población afectada, información veraz y completa en su idioma en un lenguaje adecuado, 

claro y sencillo, en relación con: 

a. La zona de reubicación de las personas en situación de desplazamiento forzado interno; 

b. Las causas y razones que dan origen al desplazamiento forzado interno; 

c. Los apoyos y soluciones duraderas a otorgar en virtud de los daños originados, y 

d. Los procedimientos para llevar a cabo el desalojo y para la atención del desplazamiento forzado interno; 

XI. Proteger de cualquier tipo de práctica discriminatoria o medidas de aislamiento; 

XII. Proteger la propiedad de sus bienes contra la privación arbitraria, apropiación, ocupación o destrucción, 

sea individual o colectiva, y 



 

 
 

XIII. Reconocer la identidad de las personas y su personalidad jurídica en situación de desplazamiento forzado 

interno. 

Tratándose de pueblos o comunidades indígenas, afromexicanas, deberán atenderse sus necesidades culturales y 

de organización específicas, en los términos dispuestos por esta Ley. 

Artículo 29. En los casos en que no fuera posible emitir el análisis oportuno de riesgo y existan personas en 

situación de desplazamiento forzado interno en determinada zona del país, el Mecanismo nacional o estatal 

coordinará la emisión de los planes de respuesta durante el estado de contingencia para su protección inmediata. 

Artículo 30. Para la implementación de las medidas de atención, las autoridades deberán tomar en consideración 

el número de personas en situación de desplazamiento forzado interno que se encuentren en cada municipio y 

entidad federativa, así como las que requieren atención prioritaria, debido a su estado de salud o por pertenecer a 

un grupo en situación de vulnerabilidad histórica. 

Artículo 31. Las medidas urgentes son de ayuda inmediata, y se brindarán desde el momento en que las 

autoridades tengan conocimiento del desplazamiento forzado interno de una o varias personas. No podrán ser 

negadas, suspendidas o finalizadas, sino por resolución del Mecanismo nacional o estatal que determine el tiempo 

que sea necesario dependiendo cada caso o hasta alcanzar una solución duradera. 

Artículo 32. La autoridad que sea designada por el Mecanismo nacional o estatal, recibirá la declaración de toda 

persona que se considere en situación de desplazamiento forzado interno, la cual consistirá en una narración de 

los hechos con los detalles y elementos de prueba que la misma ofrezca. Será registrada para que la autoridad 

competente, en colaboración con instancias y mecanismos de verificación de información, determine la calidad 

de su situación. 

Artículo 33. Las autoridades que hayan recabado información de personas que se consideren en situación de 

desplazamiento forzado interno, deberán remitir el caso al Comité Ejecutivo Nacional o Estatal, para que este 

determine la calidad de su situación. Podrán ser requeridas en cualquier momento por el Comité Ejecutivo a fin 

de que brinden la información que esta necesite. 

Las determinaciones que emita el Comité Ejecutivo Nacional o Estatal sobre la calidad de la situación de 

desplazamiento forzado interno de las personas, se tendrá que actualizar en el Registro, para que en caso de ser 

procedente, se implemente la reparación integral a través de las soluciones duraderas establecidas en esta Ley. 

Título Octavo 

Reparación integral del desplazamiento forzado interno en la federación, entidades federativas y 

municipios o demarcaciones territoriales 

Capítulo Único 

Reparación integral del desplazamiento forzado interno 

Artículo 34. Las autoridades federales, estatales y municipales o demarcaciones territoriales, en el ámbito de su 

competencia, deberán: 

I. Facilitar el acceso a servicios eficaces y expeditos para obtener o restituir su documentación oficial y medios 

de identificación personal; 

II. Garantizar el acceso a bienes y servicios públicos; 



 

 
 

III. Garantizar el acceso a la educación laica y gratuita, teniendo especial consideración a pueblos o 

comunidades indígenas, afromexicanas; 

IV. Garantizar el acceso a la participación en los asuntos públicos de la comunidad. 

V. Garantizar el acceso a medios de subsistencia y al empleo; 

VI. Garantizar el acceso a servicios de salud para la recuperación física y psicológica; 

VII. Garantizar la protección contra ataques, intimidación, acoso, persecución o discriminación cuando las 

personas retornan, se reubican o integran en el territorio nacional; 

VIII. Garantizar la protección de las personas ante las amenazas que provocaron el desplazamiento forzado 

interno o que podrían provocarlo nuevamente; 

IX. Garantizar la reunificación familiar, si es su voluntad y considerando el interés superior de la niñez; 

X. Garantizar la restitución de la vivienda, la propiedad y la tierra, mediante: 

a. Acceso a la justicia; 

b. Flexibilización de los requisitos administrativos, y 

c. Programas de apoyo y créditos para restaurar sus viviendas; 

XI. Proporcionar los medios que faciliten el retorno voluntario, seguro y digno de las personas en situación de 

desplazamiento forzado interno a su lugar de residencia habitual y su integración social, económica, jurídica, 

patrimonial y cultural; 

XII. Proporcionar los medios que faciliten la integración social, económica, jurídica, patrimonial y cultural, en 

el lugar donde estableció su domicilio temporal por causa del desplazamiento forzado interno, y 

XIII. Proporcionar los medios que faciliten la reubicación voluntaria, segura y digna de las personas en 

situación de desplazamiento forzado interno, en otra parte del territorio nacional y su reintegración social de 

acuerdo con las previsiones contenidas en esta Ley. 

Artículo 35. Una vez que las personas en situación de desplazamiento forzado interno retornen a su domicilio, 

sean reubicadas en un territorio distinto o se integren en el lugar donde estableció su domicilio temporal, se 

entenderá por superada la condición de desplazamiento forzado interno, cuando se hayan logrado las soluciones 

duraderas. 

Título Noveno 

Fondo Nacional de Atención al Desplazamiento Forzado Interno 

Capítulo Único 

Artículo 36. Para el ejercicio de las atribuciones que han quedado en antecedente, se contará con un Fondo 

Nacional de Atención al Desplazamiento Forzado Interno que funcionará como una cuenta específica. 



 

 
 

Artículo 37. Este Fondo tiene por objeto contar con los recursos económicos suficientes para la atención integral 

de los casos reportados, y avalados por el Comité Ejecutivo del Mecanismo nacional para lograr en el proceso: 

financiar la prevención, la asistencia humanitaria, atención y acciones de gobierno para la reparación integral de 

las personas en situación de Desplazamiento Forzado Interno. 

Artículo 38. La operación del Fondo estará a cargo del Comité Ejecutivo del Mecanismo nacional, en cuanto a 

la planeación, autorización, asignación, y seguimiento de gastos en cada caso de desplazamiento forzado interno. 

Artículo 39. Para los casos planteados respecto a los desastres vinculados con fenómenos naturales, se 

coordinarán e implementarán de conformidad con el Fondo previsto en la Ley General de Protección Civil. 

Artículo 40. La participación del Fondo Nacional de Atención al Desplazamiento Forzado Interno de los 

programas mencionados no exime a las instituciones o entidades federales, estatales y municipales involucradas 

en la atención integral a la población en situación de desplazamiento forzado interno, gestionar los recursos 

necesarios para la ejecución de las acciones de su competencia. 

Título Décimo 

Sanciones Administrativas 

Capítulo Único 

Artículo 41. Las responsabilidades administrativas y jurídicas que se generen por el incumplimiento de las 

obligaciones previstas en esta Ley, se sancionarán conforme a lo que establezca la legislación aplicable, con 

independencia de las del orden civil o penal que procedan. 

Transitorios 

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. La Secretaría de Gobernación dentro de los 180 días siguientes a partir de la publicación de esta Ley, 

emitirá la Reglamentación correspondiente. 

Tercero. El mecanismo nacional deberá instalarse dentro de los 240 días siguientes a partir de la publicación de 

la Reglamentación correspondiente. 

Cuarto . Los Congresos Estatales deberán armonizar su legislación local en los términos de la presente ley, dentro 

de los 360 días siguientes a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Quinto. Una vez aprobada la presente ley, el Poder Legislativo asignará recursos económicos para el Fondo 

Nacional al Desplazamiento Forzado Interno, que servirán para la operación del mismo. 

Sexto. El Poder Legislativo asignará anualmente recursos económicos para el Fondo Nacional al Desplazamiento 

Forzado Interno para la operación del mismo, esta asignación se debe incluir en el presupuesto de egresos federal 

aprobado. 

Séptimo . El Poder Legislativo en un periodo máximo de 360 días siguientes a partir de la publicación de la 

presente Ley en el Diario Oficial de la Federación, llevará a cabo la modificación a la legislación penal con la 

finalidad de tipificar el delito de desplazamiento forzado interno. 



 

 
 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de marzo de 2020. 

Diputados: Rocío Barrera Badillo, Julieta Kristal Vences Valencia, Laura Angélica Rojas Hernández, Mario 

Delgado Carrillo, Juan Carlos Romero Hicks, René Juárez Cisneros, Reginaldo Sandoval Flores, Itzcóatl Tonatiuh 

Bravo Padilla, Jorge Arturo Arguelles Victorero, Arturo Escobar y Vega, Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbricas). 

 


